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1. PROVIDENCIAS DE ÉSTA CORPORACIÓN
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1.1. M. P. GUTIERREZ ROMERO RAUL ALFONSO  Rad. 110016000057 200980035 02 (28-04-12) CONCIERTO PARA DELINQUIR – Teoría del dominio del hecho - Cuando la participación resulta indispensable no puede hablarse de receptación - Autoría, aporte de cada miembro de acuerdo con sus condiciones – COAUTORIA - Principio de imputación recíproca - ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO DE PARTICULARES – No es indispensable que se pruebe mediante dictamen pericial.
“Ahora bien, según el apelante no se demostró tampoco la existencia de un acuerdo previo entre la acusada y los demás copartícipes, dejando entrever que MÓNICA GIOVANNA MAZZILLI ROSSI simplemente es una receptadora de los dineros apoderados por terceros.

Tal conclusión escapa no solo de la lógica desde la perspectiva de las reglas de la experiencia, sino que desconoce lo probado en desarrollo del juicio oral en esta actuación.

En efecto, el material probatorio acopiado, tanto en lo relativo a las estipulaciones, como en la prueba testimonial, permite concluir que en efecto se realizaron operaciones ilícitas de transferencia de títulos valores de propiedad de Ecopetrol, administrados por la Fiduciaria Bogotá, a las cuentas de empresas de propiedad, o gerenciadas por la procesada MAZZILLI ROSSI y su esposo.

 (…)

Así lo reiteraron, Miguel Antonio Gómez Torres y Oberth del Basto Guerrero, autores del hecho, quienes aunque trataron infructuosamente de mostrar la ajenidad de MÓNICA GIOVANNA MAZZILLI ROSSI en el ilícito, claramente sus declaraciones demuestran que en efecto en el despliegue delictivo participaron cuando menos ellos tres, actuar que necesariamente  implicaba la contribución de la procesada en tanto era la única con la logística y el conocimiento necesario para obtener el provecho ilícito con la negociación de los títulos, ya que formaba parte de la junta directiva de GIA Internacional Colombia y Latina de Aviación, por cuya función autorizó ante Profesionales de Bolsa la recepción y posterior comercialización de los títulos en comento.  

En efecto, téngase en cuenta que Miguel Antonio Gómez Torres, como funcionario de la Fiduciaria Bogotá, fue la persona contactada por Oberth del Basto Guerrero, quien sirvió de intermediario para efectuar las transferencias o “préstamos” de los títulos TES hacia Profesionales de Bolsa, como se estableció de los seguimientos informáticos y contables que se hicieran tanto por la propia Fidubogotá, como por la Fiscalía General de la Nación. 

De la declaración de este último es importante resaltar que, aunque pretende respaldar el argumento expuesto por la defensa de la procesada MAZZILLI ROSSI respecto al desconocimiento que ésta tenía acerca de la ilegalidad de la transferencia de los títulos, lo que sí deja en claro es que la participación de MÓNICA GIOVANNA era indispensable porque él, como persona natural, no podía hacer la negociación de los títulos, por cuanto se necesitaba alguien con la capacidad logística y de manejo para efectuar  movimientos bursátiles, las cuales se lograron a través de la actuación de aquella.

Aún más, si aceptamos hipotéticamente que ellos tres (Miguel, Oberth y Mónica) no se conocían, tal situación no desvirtúa la comisión del delito, en tanto ese evento no es necesario para la estructuración de la conducta punible de concierto para delinquir. Basta con que todos acordaran cometer el delito, con perfecta división del trabajo criminal necesario para la consecución del fin perseguido, conscientes de que cada uno cumplía un rol necesario en la empresa delictual.
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Es claro, entonces, que MÓNICA GIOVANNA MAZZILLI ROSSI, quien es experta en el manejo de los negocios bursátiles, tal y como se expuso en desarrollo del juicio oral, conocía el origen oficial de los depósitos transferidos y sobre los cuales posteriormente efectuó negociaciones en bolsa. 

Luego, no puede acogerse la tesis de que recibió títulos por varios miles de millones de pesos para negociar en la bolsa sin indagar jamás por su origen, sin verificar su procedencia lícita, cuando es el propio Oberth del Basto quien en desarrollo del juicio oral explicó la forma como mantenían contacto permanente, entre otros, para la devolución de los títulos a nombre de Fidubogotá antes del vencimiento del mismo, conscientes de que una mora en ello les implicaría serias consecuencias. 
(…)

Recuérdese que lo que ahora se alega, no es que el hecho investigado y juzgado no hubiere ocurrido, ni que la procesada no hubiese participado en él, sino que la misma era desconocedora de la ilicitud de la conducta que realizaba. Argumento, que como viene de verse, a la luz de la sana crítica escapa de toda lógica en la medida en que no es razonable ni coherente que una persona con experiencia en el manejo del mercado bursátil hubiere recibido en las empresas que gobernaba (GIA y Latina de Aviación) títulos procedentes del fondo de pensiones de Ecopetrol, administrado por la Fiduciaria Bogotá, por valor de $70.000’000.000.00, de parte de Oberth del Basto, quien no contaba con vinculación a alguna empresa financiera y no hubiera, cuando menos, sospechado que algo turbio había en todo ello. 

(…)

No de otra manera hubiere sido posible evadir los controles de la Fiduciaria Bogotá, aspecto este que era ampliamente conocido, no sólo por Miguel Antonio Gómez Torres como empleado de dicha entidad, sino por todos aquellos que participaron en la defraudación patrimonial, esto es, Oberth del Basto Guerrero y la aquí procesada MÓNICA GIOVANNA MAZZILLI  ROSSI, en tanto era ello justamente la razón de la sincronía existente entre todos ellos para coordinar la salida y devolución de los títulos valores antes de su vencimiento.
(…)

De ahí que si bien es cierto quien materialmente ejecutó la falsificación en el documento fue Miguel Antonio Gómez Torres, MÓNICA GIOVANNA MAZZILLI ROSSI, en virtud de la concertación previa entre estos, era plenamente conocedora de las labores ilícitas que deberían llevarse a cabo al interior de la Fiduciaria Bogotá, no solo para la sustracción y posterior reintegro de los títulos valores, sino también para ocultar dichas irregularidades y evitar ser descubiertos. 
La principal de aquellas gestiones, además de la de reintegrar los TES antes de su vencimiento, era la de falsear los extractos originados en el Banco de la República a efectos de producir un engaño en los encargados de los controles respectivos. 

Es decir, para la materialización del hecho, la continuación de la actividad criminal y el ocultamiento de la misma, era necesario que los autores del concierto para delinquir desplegaran distintos roles, esto es, división del trabajo criminal, con un dominio del hecho por parte de todos sus partícipes, siendo en consecuencia todos ello co-responsables de cada ejecución delictual desplegada, entre ellas, la falsedad documental. 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia ha puntualizado: 
 “En la coautoría esa arreglo voluntario puede ser momentáneo u ocasional; pues la comisión del ilícito constituye la consecuencia de un querer colectivo que se manifiesta en la decisión y realización conjunta de la acción típica determinada de antemano en toda su especificidad, bien concurriendo cada uno de los plurales agentes a realizar de manera integral y simultánea el comportamiento reprimido en la ley –coautoría propia-, o mediante una división de trabajo con un control compartido del hecho o con su codominio, de manera que cada coautor al brindar un aporte objetivo a la ejecución del delito realiza la voluntad colectiva.”
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Así las cosas, resulta claro que en este asunto, no solo se presentó una falsedad material en documento, sino que la procesada MÓNICA GIOVANNA MAZZILLO ROSSI es coautora en la misma.
(…)
Finalmente, debe precisarse que no resulta indispensable, como erradamente lo plantea el apelante, la elaboración de un peritaje contable para la demostración material de la conducta de enriquecimiento ilícito de particulares, en la medida en que ante la libertad probatoria que impera en nuestro país, la demostración de un hecho jurídicamente relevante puede efectuarse a través de cualesquiera de los medios de prueba establecidos en la normatividad procesal penal, tal y como efectivamente se llevó a cabo por parte del ente acusador con la prueba testimonial practicada en desarrollo de la audiencia de juicio oral. ”
Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines

[image: image7.jpg]


1.2. M. P. GUTIERREZ ROMERO RAUL ALFONSO  Rad. 11001600001720111033501 (15-05-12) FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN – Requisitos – Formulación de imputación sin precisar la cantidad neta de estupefaciente incautado no viola derechos fundamentales – No es exigible que se determine con precisión la pena a imponer, solo que se indique el rango mínimo y máximo y el porcentaje de rebaja.

 “El problema jurídico que corresponde resolver en este caso es determinar si el hecho de haberse formulado imputación sin la precisión de la cantidad neta de cocaína incautada, y de habérsele interrogado a la procesada sobre la aceptación o no de cargos en esas condiciones, comporta una afectación de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa.

Ello, por cuanto la pena establecida por el legislador en el artículo 376 de la Ley 599 de 2000 es diversa de acuerdo con la cantidad de sustancia estupefaciente decomisada.

El origen de esta controversia se suscita a partir de que aprobado por el juez de conocimiento el preacuerdo verbal efectuado entre el ente acusador y la procesada, según el cual ésta se allana a los cargos formulados a cambio de obtener una rebaja de pena de una tercera (1/3) parte de la pena a imponer, el abogado que orienta su defensa consideró que dicha rebaja debía ser del 50% conforme lo prevé el artículo 351 de la Ley 906 de 2004.

El fundamento de su inconformidad radica, en su trasfondo, en que de haberse formulado la imputación con la precisión de que la pena a la que sería sancionada es la establecida en el inciso 3º del artículo 376 del Código Penal, en razón del peso neto de la cocaína que se encontró en poder de PATRICIA LOAIZA EUSSE, ésta hubiere podido determinar de forma clara si aceptaba o no los cargos, tesis que finalmente acogiera el juez de conocimiento.

Para esta Sala tal razonamiento es desacertado, por los motivos que se exponen a continuación:

La formulación de imputación es el acto por medio del cual la Fiscalía, como titular de la acción penal comunica a una persona la existencia de una investigación en su contra, y la determinación de vincularla formalmente a la misma, a efectos de que ejerza su derecho de defensa y de contradicción. 

Es, además, un acto en el que se informa a quien es indiciado (a), con precisión, los hechos objeto de la investigación, y las consecuencias jurídicas que de ello podrían derivarse, de acuerdo con la decisión que el imputado adopte, esto es, aceptar la imputación y acabar anticipadamente la actuación, o ejercer su derecho a ser juzgado y vencido en un juicio oral y público.
Dicho marco fáctico, que servirá como base para toda la actuación, no puede ser modificado. En cambio, la imputación jurídica sí puede ser susceptible de variación, eso sí, sin desconocer la imputación fáctica. 

Ahora bien, no puede confundirse la adecuación típica que la fiscalía hace de los hechos, con las consecuencias punitivas derivadas de aquella; una cosa es la tipicidad, entendida como el conjunto de elementos que, según la descripción contenida en los preceptos de las normas penales, componen las conductas humanas que están prohibidas u ordenadas con la amenaza de una pena
, del baremo de cantidad o especie de pena atribuible por el hecho típico correlativa al peso de la sustancia estupefaciente incautada.

(…)

En ese orden de ideas, descendiendo al caso en concreto, es evidente que la Fiscalía, al momento de formular la imputación, cumplió con su labor de informar de forma clara, precisa y puntual a la capturada los hechos jurídicamente relevantes  (llevar consigo, al interior de una maleta de su propiedad, sin permiso de autoridad competente, sustancia estupefaciente – cocaína –), así como la adecuación típica asignada a los mismos (tráfico, fabricación o porte de estupefacientes – artículo 376 del Código Penal, esto es: “(e)l que sin permiso de autoridad competente, introduzca al país, así sea en tránsito o saque de él, transporte, lleve consigo, almacene, conserve, elabore, venda, ofrezca, adquiera, financie o suministre a cualquier título sustancia estupefaciente, sicotrópica o drogas sintéticas que se encuentren contempladas en los cuadros uno, dos, tres y cuatro del Convenio de las Naciones Unidas sobre Sustancias Sicotrópicas, incurrirá en prisión…”, situación que conlleva unas consecuencias punitivas, dependiendo de la cantidad de sustancia estupefaciente encontrada.

También informó el ente acusador que la cocaína hallada en su poder tiene un peso bruto de 1.363,5 gramos.

Adicional a ello, comunicó la delegada fiscal a la imputada  que, dependiendo del peso neto de dicha sustancia, la pena a imponer variaría en sus límites punitivos conforme lo previsto en el artículo 376 de la Ley 599 de 2000, norma a la cual se dio lectura literal en la audiencia preliminar.

En esas condiciones, la imputación fáctica y la jurídica fueron dadas a conocer en forma completa, precisa, detallada, así como las consecuencias que ello se desprenden, de modo tal que la decisión de allanarse o no a los cargos no se encontraba viciada de ninguna manera, es decir, no se evidencia actuación u omisión alguna que comporte la vulneración a los derechos fundamentales a la defensa y al debido proceso de la imputada.

Véase, que si la intención real de la procesada hubiese sido la de allanarse a los cargos desde el mismo momento de la formulación de la imputación, no había ningún obstáculo jurídico procesal para ello, pues, conocedora era de los hechos, de la conducta punible endilgada, y de la posible pena a imponer de acuerdo al peso de la sustancia incautada.
Si el peso bruto de la sustancia fue establecido por la Fiscalía en 1.363,5 gramos, ello implicaba que la pena a imponer sería la establecida en el inciso 3º del artículo 376 del Código Penal, en tanto la cantidad de cocaína excedía los cien (100) gramos sin pasar de dos mil (2.000) gramos.
El peso neto fue determinado desde el 20 de diciembre de 2011 en 658,2 gramos de cocaína, es decir, se mantuvo dentro del mismo rango punitivo (100 a 2000 gramos). 

Empero, si como producto de la separación de sustancias se hubiere obtenido un peso neto inferior al anteriormente señalado, y la procesada hubiese aceptados los cargos, es claro que lo procedente por parte del juez de conocimiento, dentro de sus funciones como garante de la legalidad de la actuación, sería aplicar la pena correspondiente, es decir, la del inciso 2º del artículo 376 de la Ley 599 de 2000, por ser esta más favorable a los intereses de la imputada. 

 (…)

Ahora, si bien es cierto se alude por parte del juez de primera instancia como sustento de su determinación anulatoria, al auto proferido el 11 de febrero de 2011 por otra Sala de Decisión Penal de este Tribunal Superior dentro del radicado No. 110016000017 201008457 01 en la que se decretó la nulidad de la actuación por falta de precisión respecto de la cantidad de sustancia estupefaciente incautada, una revisión de dicha decisión permite concluir que la situación fáctica allí plasmada difiere de la aquí revisada, en tanto en esa oportunidad se formuló imputación, por imposición del juez de control de garantías, desconociéndose lo advertido por el fiscal delegado en relación con que el capturado aún no había terminado de expulsar los estupefacientes que llevaba al interior de su organismo.

En ese evento, lo que se presentó fue un allanamiento a cargos por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes consagrado en el artículo 376 de la Ley 599 de 2000, indicándosele que la pena a imponer sería la del inciso 2º de dicha norma, en la medida en que hasta ese momento solo se sabía el peso de la cocaína expulsada, esto es, 7.4 gramos lo que equivaldría a una pena de 5 años y 4 meses a 9 años de prisión y multa de 2.66 a 150 smlmv, pero, posteriormente ante el juez de conocimiento, se demostró que el total de sustancia estupefaciente ascendía a 636.6 gramos de cocaína, lo que significaría una pena de 8 a 12 años de prisión y multa de 133.33 a 1.500 smlmv, (inciso 3º del mismo artículo), es decir, mucho mayor de la que se le informó al momento de la imputación, y sobre la cual fundó su decisión de allanarse a los cargos.

Es decir, ello significaba adoptar una decisión de condena con grave afectación de los derechos fundamentales del procesado, contrario a lo que ocurrió en el presente asunto.

Debe quedar claro, entonces, que una vez formulada la imputación tanto en sus aspectos fácticos como jurídicos, lo siguiente será señalar las consecuencias jurídicas, es decir, el rango mínimo y el máximo de pena dentro del cual se moverá el juez de conocimiento conforme los parámetros establecidos en los artículo 54 y siguientes del Código Penal, sin que pueda resultar exigible que se determine con precisión cuál sería la pena a imponer, en tanto ello solo puede ser establecido luego de un ejercicio punitivo que escapa de la competencia del fiscal de conocimiento, y de las atribuciones del juez penal municipal con función de control de garantías. 

Lo que sí es indispensable sea debidamente informado a quien pretende allanarse a los cargos, es cuál será el beneficio que obtendrá a cambio, es decir, el porcentaje de rebaja que la ley establece de acuerdo con el momento procesal en que este se produzca (imputación, preparatoria o inicio del juicio oral).

En este caso, se informó a la imputada que, en caso de allanarse a los cargos, la rebaja sería la establecida en el parágrafo del artículo 301 de la Ley 906 de 2004, por haberse producido su captura en flagrancia, con posterioridad a la vigencia de la Ley 1453 de 2011.

No existe en este asunto razón alguna para considerar la existencia de afectación a los derechos fundamentales de la procesada, en tanto la formulación de la imputación se cumplió con el lleno de los requisitos legales y constitucionales que rigen la materia, motivo por el cual resulta improcedente, injustificada e innecesaria la nulidad decretada por el a quo, en la medida en que es claro que la decisión de la procesada de no allanarse a los cargos en la audiencia preliminar obedeció a un acto consciente, voluntario y debidamente informado.”

Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines

1.3. M. P. GUTIERREZ ROMERO RAUL ALFONSO  Rad. 110016000013 201102351 01 (28-04-12) NULIDADES – Principio de convalidación – Pese a la circunstancia de cambio de juez, si las partes solicitan la continuación de la audiencia del juicio, el juez debe abstenerse de declarar la nulidad.

 “En este caso específico, el fundamento de la decisión anulatoria decretada por el a quo obedece al hecho de que la mayor parte de las pruebas practicas en desarrollo de la audiencia de juicio oral, no se adelantaron en su presencia sino ante un juez distinto, situación que considera vulneradora de los principios de inmediación y concentración y, por ende, en una violación fundamental al debido proceso. 

 (…)
Si bien es cierto, entonces, la continuación del juicio oral se realizaría en presencia de un juez distinto al que dio inicio al mismo, no puede perderse de vista que nuestro sistema acusatorio penal es un esquema procesal de partes, de justicia rogada, en el que debe tomarse en consideración sus manifestaciones para verificar si una determinación procesal comporta en realidad una afectación de sus derechos fundamentales, pues es esta una de las condiciones necesarias para establecer si resulta indispensable o no la aplicación del remedio extremo de la nulidad.

Es este caso no puede desconocerse que son las propias partes en contienda – tanto fiscalía como defensa –, las que han exteriorizado no encontrar afectación alguna por el cambio del juez y, por ello, han solicitado a la judicatura la no repetición del juicio oral, en tanto la nulidad comportaría un mayor perjuicio que el que pretende evitarse al practicar nuevamente el debate probatorio. 

Es decir, si bien es cierto concurre una circunstancia que, a priori, podría significar la declaratoria de nulidad, en aplicación del principio de convalidación manifestado de forma clara, precisa y contundente por quienes podrían verse afectados con tal situación, no resulta procedente la invalidación y repetición de la audiencia de juicio oral. 

En ese orden de ideas, la decisión adoptada en primera instancia por el Juzgado 26 Penal del Circuito con función de Conocimiento será revocada, para en su lugar disponer la continuación de la audiencia de juicio oral.”
Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines

1.4. M. P. GUTIERREZ ROMERO RAUL ALFONSO  Rad. 110016101911 200700326 04 (20-04-12) PRINCIPIO NON BIS IN IDEM – Se viola al imputar a la vez el concierto para delinquir y la circunstancia de agravación para el hurto consistente en haberse cometido por dos o  más personas.

“Es evidente, entonces, la materialidad de la conducta ilícita en contra del patrimonio económico de las cuatro víctimas en este proceso, en la medida en que todas fueron despojadas de sus automotores, en total tres, dinero en efectivo, joyas, celulares, entre otros, por parte de varios sujetos, mediante la utilización de armas de fuego y amenazas para reducir su capacidad de resistencia. 

Sin embargo, sí se presenta un yerro en lo que atañe a la circunstancia de agravación deducida por la Fiscalía respecto de este delito, esto es, por la participación de dos o más personas para la materialización del ilícito, en tanto su aplicación, sumada a la acusación por el delito de concierto para delinquir, comporta una violación al principio de non bis in ídem, tal y como recientemente lo ha puntualizado la Corte Suprema de Justicia al indicar:

 “En esta ocasión se observa que los acusados fueron llamados a juicio y condenados en primera instancia por los delitos de concierto para delinquir y hurto calificado agravado. 

La agravación lo fue por la situación prevista en el numeral 10 del artículo 240 del Código Penal, concretamente cuando la conducta se cometiere “por dos o más personas que se hubieren reunido o acordado para cometer el hurto.”

No obstante, es evidente que la circunstancia de la coparticipación criminal fue claramente deducida al efectuar la adecuación típica del artículo 340 del Código Penal, toda vez que el punible de concierto para delinquir es de sujeto activo plural. De manera que no podía nuevamente tenerse en cuenta como una circunstancia de agravación, dado que el hurto fue una concreción de ese acuerdo de voluntades en que se hizo consistir el concierto.

Con tal proceder, se desconoció el principio del non bis in idem, por vía de la prohibición de doble valoración.

Esa violación impone a la Corte casar de oficio la sentencia para excluir esa causal específica de agravación punitiva. Así las cosas el delito quedaría como un hurto calificado.”

En este caso, como en el reseñado en la cita jurisprudencial, se incurrió en una doble incriminación por el mismo hecho, al imputarse el delito de concierto para delinquir y, simultáneamente, la circunstancia de agravación para el delito de hurto calificado.
En ese orden de ideas, dicha conducta materializada en este asunto debe circunscribirse al hurto calificado sin el agravante específico anteriormente referenciado."

Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines

1.5. M. P. GUTIERREZ ROMERO RAUL ALFONSO  Rad. 110013104033 200700477 17 (14-03-12) INFORME TÉCNICO - INFORME RENDIDO POR PERITO – Diferencias –Informe técnico es una prueba documental.
 “Del anterior recuento normativo, puede concluirse sin mayor dificultad que existen claras diferencias entre un informe rendido por un perito y un informe técnico, siendo la principal de ellas el que el primero es prueba pericial, mientras que el segundo es una prueba documental, de lo cual se derivan situaciones probatorias diversas.

Así, mientras la prueba pericial es susceptible de adición, aclaración, modificación y objeción, la prueba documental puede ser allegada a la actuación por determinación directa de las partes, sometida claro está, a la verificación de pertinencia, conducencia y utilidad, y su admisión por parte del funcionario judicial.

Sobre este tema ha señalado la Corte Suprema de Justicia:

 “…Encuentra la Sala que solo puede considerarse como dictamen pericial aquel examen proveniente de expertos, que fue previamente ordenado por el funcionario judicial,  bien a solicitud de parte o de oficio, para el cual el perito, siendo privado fue debidamente designado, posesionado y enterado de la existencia de un término y de un cuestionario que para el efecto  elaboró el Despacho (art. 252); respecto del cual presentó la pericia dentro del tiempo que se le concedió para el efecto (art. 253), dictamen recibido por el juez y analizado por éste, tanto en su validez formal como sustancial, luego de lo cual fue puesto a disposición de las partes para que dentro de un plazo específico se pudiera solicitar su aclaración, ampliación o adición (254).  Solo después de superado este trámite habrá de considerársele como prueba.”

Precisado lo anterior, y evidenciados los efectos jurídicos diversos que genera la naturaleza disímil de uno u otro medio de prueba, corresponde analizar si el concepto técnico elaborado por la Universidad de Los Andes, por solicitud de Conciviles, es una prueba de carácter pericial o documental y, de ser esta última, si puede “asimilarse” a la primera, con las consecuencias jurídicas que de ello se derivan.

Pues bien, en primer término se observa que el precitado concepto técnico no es producto del trabajo técnico o científico de un perito nombrado y posesionado por un funcionario judicial, ni fue ordenado por este, exigencias objetivas, fundamentales, necesarias para que pueda ser considerado como prueba pericial, sino que ingresó a las diligencias, primero de forma oficiosa desde los albores de la actuación a través del C. T. I., cuyos investigadores en desarrollo de la actividad propia de la Fiscalía, se desplazaron hasta las instalaciones del Instituto de Desarrollo Urbano, I. D. U., obteniendo entre otros, copia de dicho informe elaborado por solicitud de Conciviles y, posteriormente, aportado una vez más por el procesado JOSÉ MIGUEL PAZ VIVEROS, en su calidad de Director de Asocreto, durante el trámite de instrucción, para que se considera como prueba documental.

Ello implica, obviamente, que dicho concepto elaborado por particulares con un conocimiento en la materia, es una prueba documental tal y como es aceptado por los propios apelantes cuando señalan o reclaman de esta Colegiatura, no que se la califique como prueba pericial, sino, que se asemeje a esta para permitir así ejercer su derecho de contradicción y defensa.

El sustento fundamental de la petición que ahora se analiza, radica en pronunciamientos anteriores que este mismo Tribunal efectuara con ocasión de los recursos de apelación interpuestos contra autos dentro de este mismo diligenciamiento, en los que se indicó que un informe técnico era asimilable a un dictamen pericial.

Sin embargo un nuevo examen del asunto, lleva a la necesaria variación de dicho criterio en la medida en que tal analogía, desde la perspectiva normativa, no es jurídicamente posible en tanto una adecuada interpretación de las normas procesales penales que rigen la materia, permite concluir que ningún documento es susceptible del trámite incidental de objeción, el cual solo es propio de las pruebas periciales.

Por lo tanto, si la intención de los sujetos procesales es la de controvertir, cuestionar, desvirtuar un concepto o informe técnico aportado a la actuación, ello no se ve truncado por el simple hecho de que no se permita objetar, a través de incidente, lo allí manifestado o concluido. Por el contrario, la posibilidad de contradicción era amplia en la medida en que todos los sujetos procesales tuvieron la oportunidad procesal de presentar prueba documental o solicitar la práctica de testimonial o pericial, para respaldar o refutar lo allí señalado.”

Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines
  ALBERTO POVEDA PERDOMO     LEONEL ROGELES MORENO     NOHORA LINDA ANGULO GARCÍA
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